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La recarga artificial de acuíferos como herramienta jurídica compatibilizadora entre la función eco-
sistémica de las aguas (incluida la sustentabilidad acuífera) y el desarrollo de proyectos mineros

El foro analiza la recarga artificial de acuíferos (RAA) como herramienta jurídica que permite compatibili-
zar la función ecosistémica del agua con el desarrollo de proyectos mineros en Chile. Explica sus beneficios, 
fuentes y técnicas de recarga, así como la evolución normativa tras la Reforma al Código de Aguas (Ley N.° 
21.435/2022), que amplió sus finalidades hacia la preservación ecosistémica y la sustentabilidad acuífera. 
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Se destaca su rol en respaldar barreras hidráulicas y como medida ambiental en evaluaciones de impacto, 
especialmente en zonas de escasez hídrica, donde el uso de agua desalada aparece como clave para viabilizar 
proyectos mineros y proteger los ecosistemas dependientes del agua subterránea.
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mica. 

Artificial aquifer recharge as a legal tool for balancing ecosystem functions and mining development

This article examines the use of artificial aquifer recharge (AAR) as a legal tool for reconciling the ecological 
function of water with mining projects in Chile. It explores the benefits, sources and techniques of AAR, as well 
as the regulatory developments that followed the reform of the Water Code (Law 21,435/2022), which widened 
its scope to encompass ecosystem preservation and aquifer sustainability. AAR is presented as a means of 
supporting hydraulic barriers and as an environmental measure within impact assessments, particularly in 
regions where water is scarce. In such regions, using desalinated water is crucial to carry out mining activities 
while safeguarding groundwater-dependent ecosystems.
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1.	 Aspectos generales de la recarga artificial  
de acuíferos

Los acuíferos, entendidos como formaciones geológicas permeables susceptibles de almacenar 
agua en su interior y ceder parte de ella, pueden recargarse naturalmente, producto de la infiltra-
ción desde los cauces o de las precipitaciones de aguas lluvias; accidentalmente en casos como, 
por ejemplo, las roturas de cañerías; o bien, para los fines que nos interesa exponer en este traba-
jo, recargarse por gestión o artificialmente.

La recarga artificial de acuíferos (“RAA”) puede conceptualizarse como el conjunto de técnicas que 
permiten, mediante la intervención programada y la introducción directa, inducida o estimulada 
de agua en un acuífero, incrementar el grado de garantía y disponibilidad de los recursos hídricos, 
y actuar sobre su calidad. Sus beneficios son numerosos y, entre ellos, se mencionan habitual-
mente los siguientes: (i) almacenar agua para uso futuro y evitar pérdidas por evaporación; (ii) 
estabilizar o aumentar los niveles del agua subterránea en acuíferos sobreexplotados; (iii) reducir 
el escurrimiento superficial y la erosión del suelo y reemplazar zonas alteradas de recarga natural; 
(iv) garantizar la presencia de agua en sitios de interés ecológico; (v) trasvasar agua de un punto 
a otro sin necesidad de obras de conducción, actuando el acuífero como medio de transporte;  
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(vi) diluir aguas subterráneas de mala calidad/combatir la intrusión salina; (vii) evitar la subsiden-
cia de los terrenos (hundimiento).

Respecto de las fuentes de abastecimiento, se plantea que, además de las precipitaciones de aguas 
lluvias, es posible la recarga de aguas servidas tratadas, provenientes de la desalinización de agua 
de mar o bien con cargo a las aguas provenientes del ejercicio de derechos de aprovechamiento 
de aguas (“DAA”) no utilizados. Asimismo, algunas de las técnicas para la infiltración son los pozos 
de inyección, las piscinas de acumulación, las zanjas de infiltración y la escarificación de cauces.

2.	 La RAA en la legislación chilena

Hasta antes de la publicación de la Ley N.° 21.435/2022, que “Reforma el Código de Aguas” (“Re-
forma”), el Código de Aguas (“CA”) se refería escuetamente a la RAA a propósito de los derechos 
de aprovechamiento de aguas provisionales (“DAAP”) que otorga la Dirección General de Aguas 
(“DGA”). Dicha regulación se centraba únicamente en la preferencia para la constitución de esos 
derechos, asociada al aumento de la disponibilidad hídrica una vez construida la obra de recarga 
(art. 66 CA). Asimismo, se alteraba la regla general respecto de que los DAAP podían transformar-
se en derechos definitivos una vez transcurridos cinco años de ejercicio efectivo y siempre que los 
titulares de derechos ya constituidos no demostrasen haber sufrido daño. En efecto, se establecía 
que la transformación no resultaba aplicable a los DAAP provenientes de la RAA y que ellos sub-
sistirían mientras persistiera la recarga artificial (art. 67 CA).

Por su parte, el DS MOP N.°203/2014 “Reglamento sobre exploración y explotación de aguas 
subterráneas” (“Reglamento”) contempla unas pocas normas referidas a la RAA relacionadas con 
temas procedimentales asociados a la obtención de la aprobación de un proyecto de recarga ar-
tificial y a la constitución de un DAAP.

De una simple lectura de las normas antes citadas, esto es, del CA en forma previa a la Reforma y 
del Reglamento, se advierte que estas se circunscribían a regular la constitución de DAAP previo 
aumento de la disponibilidad hídrica, sin reconocer explícitamente otro tipo de finalidades aso-
ciadas a la RAA. 

Tras la Reforma, se mantuvo la posibilidad de constitución de nuevos derechos, derivados del 
aumento de la disponibilidad hídrica (sin distinguir si se trata de provisionales o definitivos), al 
establecerse que, “Si el proyecto de recarga artificial utiliza aguas provenientes desde una fuente 
ajena a la cuenca o tiene por objeto aumentar la disponibilidad para constituir nuevos derechos, 
deberá contar con la aprobación de la Dirección General de Aguas. La solicitud deberá tramitarse en 
los términos que establecen los artículos 130 y siguientes” (art. 66 ter del CA).

No obstante, también se ampliaron sustantivamente —más allá del aumento de la disponibilidad 
hídrica— las finalidades de la RAA, lo que quedó plasmado en los siguientes términos: “La recar-
ga artificial de aguas podrá realizarse para distintos fines, tales como resguardar la preservación 
ecosistémica, incluyendo la mejora o mantención de la sustentabilidad del acuífero; evitar la intru-
sión salina; aprovechar la capacidad depuradora del subsuelo; infiltrar agua desalinizada o residuos 
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líquidos regulados por la normativa ambiental; o aprovechar la capacidad de almacenamiento y 
conducción de los acuíferos para posteriormente posibilitar la reutilización de estas aguas” (art. 66 
bis inc. 4 CA).

Adicionalmente, el CA dispone que “el titular de un derecho de aprovechamiento que haya efec-
tuado las obras a que se refiere el inciso primero y que desee reutilizar las aguas infiltradas, sea en 
el mismo u otro punto del acuífero, podrá solicitar a la Dirección General de Aguas que le autorice a 
ejercer su derecho sobre la mayor parte de las aguas recargadas que, de acuerdo al análisis técnico 
de los antecedentes presentados, considere las pérdidas propias del proceso, la sustentabilidad del 
acuífero y los derechos de terceros” (art. 66 bis inc. 5 CA).

De lo hasta aquí expuesto, se desprende que el legislador se ha puesto en las siguientes hipótesis 
de recarga artificial de acuíferos:

i.	 Con finalidades eminentemente medioambientales, como resguardar la preservación eco-
sistémica, incluida la mejora o el mantención de la sustentabilidad del acuífero, o evitar la 
intrusión salina (art. 66 bis inc. 4). 

ii.	 Controlar la intrusión salina, esto es, usar agua dulce para evitar la migración del agua 
salina hacia el interior del acuífero (art. 66 bis inc. 4). 

iii.	 Infiltrar agua desalinizada o salobre tratada (art. 66 bis inc. 4).

iv.	 Aprovechar la capacidad de almacenamiento y conducción del acuífero para posterior-
mente posibilitar la reutilización de las aguas recargadas (art. 66 bis inc. 4).

v.	 Con el objeto de reutilizar aguas recargadas con cargo a un DAA, en el mismo u otro punto 
del acuífero, lo que debe ser autorizado por la DGA (art. 66 bis inc. 5).

vi.	 Con el objeto de constituir derechos de aprovechamiento de aguas, con cargo a la recarga 
de agua que se efectúe (art. 66 ter). 

Aclaradas las posibles finalidades de una solicitud de RAA, corresponde mencionar los requisitos 
sectoriales y ambientales que se deben cumplir, que fueron recogidos y desarrollados por la DGA 
en la Circular N.° 3/2024, que “Instruye sobre la aplicabilidad del PAS 158, para ejecutar obras 
para la recarga artificial de acuíferos”. En la siguiente tabla se incluyen los requisitos y la natura-
leza que la DGA les atribuye, esto es, si son ambientales o no ambientales.
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N.° Requisito Fuente normativa Naturaleza del requisito

1 No afectación a 
extracciones para 
consumo humano

Art. 66 bis inciso 1

“(…) previo informe favorable de 
la DGA sobre la no afectación a 
extracciones de agua para consumo 
humano (…)”.

 Ambiental

2 Aspectos relativos 
a la calidad de las 
aguas

Art. 66 bis inciso 1

“(…) previo informe favorable de la 
DGA sobre (…) y aspectos relativos 
a la calidad de las aguas (…)”.

De acuerdo con la Circular, este 
requisito es homologable con el 
del N.° 4.

Ambiental

3 Que el proyecto 
no provoque 
colmatación del 
acuífero

Art. 49 DS MOP N.° 203/2014

“La DGA aprobará las obras de 
infiltración cuando el proyecto 
presentado cumpla (…), no 
provoque la colmatación del 
acuífero (…)”.

No ambiental o civil

4 Que el proyecto 
no provoque la 
contaminación  
de las aguas

Art. 49 DS MOP N.° 203/2014.

“La DGA aprobará las obras de 
infiltración cuando el proyecto 
presentado cumpla (…), ni la 
contaminación de las aguas”.

De acuerdo con la Circular, este 
requisito es homologable con el 
del N.° 2.

Ambiental

Finalmente, mediante la Circular DGA N.° 2/2025 (“Circular N.° 2/2025”) se impartieron instruc-
ciones para la evaluación de proyectos de recarga artificial de acuíferos, estableciendo —entre 
otras cosas— los antecedentes técnicos y legales para viabilizar proyectos de recarga; la necesidad 
de caracterización de la calidad de las aguas del sector influenciado directamente por la recarga 
artificial y de los umbrales de la calidad del agua infiltrada; y el monitoreo de esta última.
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3.	 La función ecosistémica de las aguas

El CA de 1981, en su origen, surgió como una norma jurídica eminentemente productivista, de-
sarrollada al alero de la agricultura, con un foco principalmente destinado al otorgamiento DAA 
y a cómo estos se podían ejercer adecuadamente por parte de sus titulares. Contemplaba figuras 
como el traslado del ejercicio de los DAA, la imposición de servidumbres de acueducto, la posi-
bilidad de cambiar el uso de los DAA sin que mediara una autorización administrativa, etc., todas 
ellas cuestiones de índole sectorial, sin reconocer que el agua cumple funciones ecosistémicas, 
privilegiando una lógica de libre mercado.

Tras más de cuarenta años de vigencia, a propósito de la Reforma, se incorporó normativamente 
la visión que reconoce que las aguas no solo tienen un valor productivo, sino que son esenciales 
para el mantenimiento de los ecosistemas y la biodiversidad, produciéndose lo que algunos deno-
minan una ambientalización de la legislación de aguas.

La primera cuestión de interés es que la Reforma, tras indicar que las aguas cumplen diversas 
funciones, realiza una categorización que sitúa en primer lugar las de subsistencia, que incluyen 
el uso para el consumo humano, el saneamiento y el uso doméstico de subsistencia; en segundo 
lugar, las de preservación ecosistémica; y, finalmente, las productivas. Asimismo, se establece que 
siempre prevalecerá la función de subsistencia, tanto en el otorgamiento como en la limitación al 
ejercicio de los DAA, y que la autoridad siempre deberá velar por la armonía y el equilibrio entre 
la función de preservación ecosistémica y la función productiva que cumplen las aguas (art. 5 bis 
CA).

Se reconoce, además, que las acciones que ejecute la autoridad para resguardar esta función son 
consideradas o comprendidas bajo el concepto de interés público. En particular, se sostiene que 
“(…) en función del interés público se constituirán derechos de aprovechamiento sobre las aguas, 
los que podrán ser limitados en su ejercicio, de conformidad con las disposiciones de este Código. 
Para estos efectos, se entenderán comprendidas bajo el interés público las acciones que ejecute la 
autoridad para resguardar el consumo humano y el saneamiento, la preservación ecosistémica, la 
disponibilidad de las aguas, la sustentabilidad acuífera y, en general, aquellas destinadas a promo-
ver un equilibrio entre eficiencia y seguridad en los usos productivos de las aguas”.

Asimismo, dada la importancia fundamental que el CA le asigna a esta función, la reforma incluyó 
la posibilidad de que el Estado constituya reservas de aguas disponibles tanto superficiales como 
subterráneas. En efecto, sobre este punto se señala que “para asegurar el ejercicio de las funciones 
de subsistencia y de preservación ecosistémica, el Estado podrá constituir reservas de aguas dispo-
nibles, superficiales o subterráneas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 147 bis” (art. 5 
ter inc. 1).

Otra manifestación normativa de relevancia de esta función dice relación con que la autoridad 
antes de decretar ciertas medidas intrusivas respecto al ejercicio de DAA, como por ejemplo la 
suspensión del ejercicio de los derechos, deberá ponderar el riesgo o afectación que sufran las 
fuentes superficiales o subterráneas, considerando especialmente el resguardo de la función eco-
sistémica.
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4.	 Sobre la sustentabilidad acuífera

La sustentabilidad, en uno de sus múltiples enfoques, puede conceptualizarse como la capacidad 
que tiene una sociedad para hacer un uso consciente y responsable de sus recursos, sin agotar-
los ni exceder su capacidad de renovación. Para tal efecto, es necesario avanzar en una estrecha 
relación y compatibilización entre la economía, el medio ambiente y las legítimas aspiraciones de 
una sociedad.

La sustentabilidad hace referencia a la capacidad que haya desarrollado el sistema humano para 
satisfacer las necesidades de las generaciones actuales sin comprometer los recursos y oportuni-
dades para el crecimiento y desarrollo de las generaciones futuras.

Aplicando el concepto a los recursos hídricos, su uso sustentable implica que puedan mantenerse 
durante un largo tiempo sin agotarse ni degradarse (cantidad y calidad), lo que permite el ejerci-
cio del derecho humano al agua potable y saneamiento y la mantención de los ecosistemas.

A propósito de las aguas subterráneas, se ha dicho que la explotación sustentable es aquella que 
se puede mantener indefinidamente en cantidad y calidad, logrando un equilibrio de largo plazo 
del sistema. Permite preservar la totalidad o la mayor parte de los servicios que provee el acuífe-
ro, generando efectos en los demás componentes del ciclo hidrológico y en la naturaleza, que la 
sociedad involucrada está dispuesta a aceptar; y que, una explotación podría ser catalogada de 
no sustentable o en riesgo de estarlo, cuando se comprueba que, enfrentados los términos de 
recarga y descarga, se aprecia que existe un desbalance hídrico de largo plazo que no podrá ser 
revertido tras los períodos cíclicos de hidrologías húmedas previsibles.

A nivel legal, tras la Reforma del CA, no se definió qué debe entenderse por sustentabilidad o 
desarrollo sustentable en materia hídrica, como podría haberse esperado. Sí se establece que las 
normas que regulan la explotación de aguas subterráneas deben tener un interés principal en 
lograr el aprovechamiento sustentable del agua subterránea, agregando que “(…) se entenderá 
que se afecta la sustentabilidad del acuífero cuando con el volumen de extracción actual se produce 
un descenso sostenido o abrupto de sus niveles freáticos” (art. 62 inc. 2), asociando este concepto 
a una lógica cuantitativa.

Relacionado con lo anterior, el CA establece que las normas que regulan la explotación de aguas 
subterráneas deben tener un interés principal en lograr el aprovechamiento sustentable del agua 
subterránea (art. 59 CA). Algunas manifestaciones normativas de este principio son las normas 
que establecen que la DGA podrá: (i) limitar el ejercicio de DAA si la explotación de aguas subte-
rráneas produce una degradación del acuífero o una parte de él, al punto que se afecte su susten-
tabilidad (art. 62 inc. 1); y (ii) denegar o autorizar parcialmente solicitudes de cambio de punto de 
captación que recaigan en zonas de prohibición y en áreas de restricción, si la situación del acuí-
fero presenta descensos significativos y sostenidos que puedan poner en riesgo su sustentabilidad 
(art. 63 inc. 5 y art. 65 inc. 3 CA).
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5.	 La recarga artificial de acuíferos como herramienta 
jurídica compatibilizadora

Tal como se indica en el título de este trabajo, la RAA puede utilizarse como una herramienta 
jurídica que permita compatibilizar e incluso habilitar proyectos mineros que corresponden a la 
principal actividad económica del país, en zonas de marcada escasez hídrica, como son las regio-
nes de Arica y Parinacota, Tarapacá, Antofagasta, Atacama y Coquimbo.

En efecto, existen complejas situaciones tanto sectoriales como de regulación medioambiental, en 
que esta herramienta podría resultar clave para la habilitación y desarrollo de nuevos proyectos 
mineros o para la continuidad operacional de otros existentes. A continuación, y dada la extensión 
limitada de este trabajo, se expondrán solo dos de ellas.

A.	 Barreras hidráulicas

La industria minera requiere para su operación, entre otras obras, depósitos de relaves 
y botaderos, los cuales pueden generar infiltraciones a los acuíferos circundantes. Este 
potencial efecto es tomado en consideración en las evaluaciones ambientales de los pro-
yectos, en las que se exige como medida de mitigación el construir, operar y mantener 
barreras hidráulicas (pozos de bombeo, zanjas cortafuga, etc.), con el objetivo de contener 
el avance de las infiltraciones.

Por otro lado, de acuerdo con la normativa sectorial actual, las extracciones de aguas 
desde un acuífero requieren contar con un DAA de respaldo, cuestión que fue matizada 
por la autoridad, mediante la Circular DGA N.° 3/2018, que “Imparte instrucciones sobre 
el procedimiento para constituir derechos de aprovechamiento de aguas subterráneas en 
pozos de barreras hidráulicas asociadas a proyectos de disposición de residuos, estériles 
o desechos sanitarios” (“Circular N.° 3/2018”), al exigir DAA de respaldo solo para la frac-
ción de aguas naturales que se extrae de la barrera hidráulica y no para la totalidad del 
agua, excluyendo a las aguas de proceso que hayan infiltrado en el acuífero, denominadas 
por la Circular como “aguas de contacto”.

Tal criterio es recogido por la referida Circular en los siguientes términos: “los pozos u 
obras de captación de aguas subterráneas que operen como parte de una barrera hidráulica 
deberán contar con derechos de aprovechamiento de aguas de tipo consuntivo por un monto 
equivalente a la cantidad de agua subterránea de la recarga natural que es interceptada por 
la barrera hidráulica, esto es, descontando la fracción de las aguas de contacto provenientes 
del proceso. Los caudales a extraer podrán ser aumentados o disminuidos en atención a la 
determinación de las aguas de contacto que establezcan los respectivos informes de calidad 
de aguas que los Titulares deberán presentar ante la Dirección General de Aguas”.

Respecto a la información que debe acompañar el titular a la DGA, a fin de probar las frac-
ciones de agua natural y de contacto, la Circular indica que esta corresponde, entre otras, 
a estudios geofísicos, hidrogeológicos, hidroquímicos e isotópicos, así como a modelos 
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hidrogeológicos conceptuales y/o numéricos, los cuales deben ser coherentes con las au-
torizaciones ambientales que rijan la obra.

Por otra parte, el respaldo de la fracción de agua natural debe ampararse en DAA, ya sea 
a través de una petición de otorgamiento de una concesión o del cambio de punto de 
captación de un derecho previamente existente.

Aclarado lo anterior, es necesario puntualizar que, dado que una parte importante de los 
proyectos mineros se encuentran en zonas en donde no es posible acceder a la consti-
tución de DAA —con marcada escasez hídrica—, puesto que los respectivos acuíferos se 
encuentran en áreas de restricción para el otorgamiento de DAA o en zonas de prohibi-
ción (acuíferos denominados coloquialmente como cerrados), en la práctica se presenta 
la dificultad de respaldar las fracciones de agua natural que se extraen desde las barreras 
hidráulicas.

Esta dificultad en muchos casos se transforma en una imposibilidad, puesto que los DAA 
existentes en acuíferos declarados como zona de prohibición, por regla general, están 
en uso y sus titulares no están dispuestos a transferirlos. Por otro lado, los DAA que no 
están en uso no son de utilidad para los fines descritos, dado que tras la Reforma se dictó 
una norma que imposibilita su cambio de punto de captación, en los siguientes términos: 
“de conformidad con lo dispuesto en el artículo 63, al declarar una zona de prohibición de 
nuevas explotaciones, la Dirección General de Aguas (…) deberá prohibir cualquier nueva 
explotación de derechos o de aquella parte de ellos que no se hubiesen explotado con ante-
rioridad a dicha declaración”.

Al no poder autorizarse una solicitud de cambio de punto de captación por parte de la 
DGA respecto de derechos que no estaban en uso con anterioridad a la declaración de 
zona de prohibición, el titular del respectivo proyecto no correrá el riesgo de comprar de-
rechos en desuso. En consecuencia, deberá recurrir a otras figuras jurídicas para amparar 
la extracción de agua desde las barreras hidráulicas, que, si bien no están contenidas en la 
Circular N.° 3/2018, no presentan, desde el punto de vista estrictamente legal, impedimen-
to para su aplicación al caso en comento.

En este contexto, la RAA surge como una alternativa viable para, por ejemplo, proceder a 
recargar el acuífero con agua proveniente de fuentes tradicionales o de fuentes no tradi-
cionales, como el agua de mar desalinizada, como respaldo de la fracción de agua natural. 
Respecto de este último caso y ante legítimas preocupaciones sociales sobre el efecto que 
podría causar el agua desalada en la calidad del agua del respectivo acuífero, al ser ajena 
a él, la DGA estableció en la Circular N.° 2/2025 que “es importante reiterar que las aguas 
vertidas son previamente tratadas y depuradas con la normativa ambiental vigente, por lo 
que se debe exigir precaución y alta regulación, para evitar la contaminación de los acuíferos 
y a su vez proteger la salud pública”.

Finalmente, es de esperar que, a fin de asegurar la operatividad de las barreras hidráulicas 
y de resguardar la calidad de las aguas subterráneas circundantes al respectivo proyecto 
minero y de los ecosistemas que dependen de estas, se produzca una modificación de la 
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Circular N.° 3/2018, en orden a incorporar explícitamente, y sin la necesidad de interpreta-
ciones normativas, la posibilidad de respaldar la fracción de agua natural con cargo a aguas 
recargadas artificialmente, sea que la recarga provenga o no de aguas vinculadas a un DAA. 

De este modo, no cabrían dudas de que, por ejemplo, es posible utilizar agua desalada 
para el referido respaldo, soslayando así las dificultades que en la práctica se han presen-
tado para la obtención de DAA en acuíferos en que existen áreas de restricción o zonas de 
prohibición vigentes.

B.	 Medidas en el marco de la evaluación ambiental de los proyectos

De acuerdo con lo indicado en la Ley N.° 19.300/1994 sobre “Bases Generales del Medio 
Ambiente”, todos los proyectos o actividades “susceptibles de causar impacto ambiental” 
indicados en su artículo 10 deben someterse a evaluación ambiental antes de su ejecución 
o modificación. Por su parte, el artículo 11 indica que, si el proyecto correspondiente pre-
senta alguno de los efectos, características o circunstancias indicados en dicho artículo, la 
evaluación correspondiente deberá hacerse a través de un Estudio de Impacto Ambiental 
(“EIA”). Estas circunstancias incluyen, entre otros, riesgos para la salud de la población de-
bido a efluentes, efectos adversos sobre recursos naturales, proximidad a áreas protegidas 
y alteraciones del valor paisajístico o cultural.

En dicho marco, un EIA será aprobado si cumple con la normativa de carácter ambiental 
y, haciéndose cargo de los efectos, características o circunstancias establecidos en el 
artículo 11, propone medidas de mitigación, compensación o reparación apropiadas. En 
caso contrario, será rechazado.

Tales medidas operan bajo una lógica de jerarquía: los impactos deben primero evitarse 
o minimizarse (medida de mitigación), después repararse (medida de reparación) y, solo 
como último recurso, compensarse (medida de compensación).

Asimismo, lo anterior no obsta para que el titular de un proyecto pueda presentar otros 
compromisos de carácter ambiental que, no siendo aspectos normativos de cumplimiento 
obligatorio, se vinculen a impactos generados por el proyecto presentado a evaluación 
(compromisos ambientales voluntarios).

Como ya se indicó, las medidas de mitigación, reparación o compensación están asocia-
das a la generación de impactos de carácter significativo, conforme sean reconocidos en 
el correspondiente EIA o durante su evaluación ambiental. En dicho contexto, una de las 
herramientas jurídicas que aparece con nitidez tras la Reforma es la RAA, la cual puede 
sustentar una medida de mitigación o compensación de los eventuales impactos que ge-
neren los proyectos, como por ejemplo la disminución de los flujos pasantes y los descen-
sos proyectados del acuífero.

Así, por ejemplo, se puede plantear como una medida la recarga de un acuífero sobre-
explotado, con el objeto de aumentar su nivel freático e impactar favorablemente en la 
cantidad del recurso hídrico, o bien mejorar la calidad de un acuífero en riesgo de verse 
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contaminado; o, por último, favorecer el resguardo de ecosistemas críticos que dependen 
del agua subterránea.

Al respecto, la DGA sostiene en la Circular N.° 2/2025 que uno de los fines de la RAA es 
“resguardar la preservación ecosistémica, es decir, de proteger los ecosistemas que depen-
den del agua subterránea, tales como humedales, vegas, bofedales, evitar la degradación de 
ecosistemas y favorecer la biodiversidad que depende de la fuente de agua subterránea. A 
su vez, se busca mantener la sustentabilidad del acuífero, permitiendo recargar con aguas 
para recuperar o mantener su nivel freático y/o mantener, recuperar o proteger su calidad”.

Considerando que un sinfín de proyectos mineros se encuentran en zonas de escasez hí-
drica, donde el agua es de suma importancia para la mantención de los ecosistemas, la 
proposición de la RAA como una medida ambiental en el marco de las evaluaciones de 
dichos proyectos puede resultar indispensable para darles viabilidad.

6.	Conclusión

Tras la Reforma, los fines asociados a la recarga artificial de acuíferos se vieron sustancialmen-
te ampliados, lo que en la práctica significará la compatibilización entre una serie de proyectos 
mineros que requerirán ejecutar obras para la infiltración de agua a los acuíferos. Esto permitirá 
—entre otras cosas— sustentar la operación de barreras hidráulicas y la protección de los ecosis-
temas, incluida la sustentabilidad de los acuíferos. En efecto, una barrera hidráulica que funcione 
adecuadamente y con un respaldo de la fracción de aguas naturales que se extraiga facilitará que 
la pluma de infiltración se contenga, evitando así que elementos indeseados se propaguen por el 
medio acuífero, asegurando la calidad de dichas aguas.

Por otro lado, la RAA también se podrá utilizar como una medida ambiental, en la que, por ejemplo, 
se proponga aumentar la cantidad de agua en un acuífero sobreexplotado, recuperando sus niveles 
freáticos, permitiendo de esta manera el favorecimiento de la sustentabilidad de dicha fuente.

Dada la escasez hídrica preponderante en las zonas en que se emplaza la mayoría de los proyectos 
mineros en Chile, será crucial que la RAA se materialice con agua desalada, cuestión explícita-
mente recogida por la Reforma y que actualmente se encuentra en desarrollo. En este contexto, 
se presentan diversos desafíos, como asegurar la calidad de las aguas y la no afectación de los 
acuíferos y los ecosistemas que dependen de ellos, ante lo cual tanto la DGA como la autoridad 
medioambiental deberán exigir los estudios que correspondan, además de que se asegure un 
estándar de calidad de agua adecuado y un posterior monitoreo de esta.

Finalmente, es de esperar que la DGA modifique la Circular N.° 3/2018, en orden a explicitar que 
el respaldo de la fracción de agua natural extraída de una barrera hidráulica no solo se pueda 
efectuar con DAA formalmente constituidos, sino también con agua proveniente de la RAA, sea de 
fuentes tradicionales o no tradicionales, como el agua de mar desalada, lo que permitiría habilitar 
una serie de proyectos mineros o de ampliación de la vida útil de los existentes, los cuales actual-
mente se enfrentan al dilema de no poder obtener DAA por las razones indicadas en este trabajo.


